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INTRODUCCIÓN 
 
 
En ninguna parte existe “un gobierno de ángeles”1; los gobernantes, en la medida 
en que priorizan su bienestar individual o de grupo, tienden a proceder de manera 
tal que inclusive pueden cometer actos irregulares que lindan con la corrupción  
tema  que causa gran indignación al ser un problema mundial al cual ningún país  
esta inmune y donde países tercer mundistas  como el nuestro no salen bien librados 
en las estadísticas e indicadores que la miden. En  Colombia se presentan  
particularidades que terminan agravando la situación, una larga convivencia con el 
narcotráfico y  el afán por el enriquecimiento fácil y rápido se convierten en un 
medio y en una forma de ascenso social;  perneando  la política, la economía,  la 
agricultura y hasta el deporte.  
Al ser  la contratación estatal uno de los mecanismos de  activación  de la economía  
Colombiana, desde los 90 el Sistema de compras estatales ha  vivido modificaciones 
con la visión de  logar una gestión pública moderna  que se caractericé por la  
eficiencia  y la  transparencia en la adquisición de  bienes, servicios y/o obra pública  
que aseguren el normal desempeño de las  funciones constitucionales. 
Organizaciones mundiales  como la OMC2  ha tomado cartas en el asunto al 
concientizarse de la importancia internacional que este tema cobra  en el comercio 
internacional respecto del PIB y de los beneficios resultantes para las partes 
interesadas nacionales y extranjeras por efecto del incremento de la competencia, 
donde Colombia hace parte de uno de  los 19 países observadores del ACP (Acuerdo 
sobre Contratación Pública) que se encuentra en vigor desde 1996, que tiene como 
objetivo la buena gobernanza y el logro del máximo valor del dinero 
invertido en los sistemas de contratación pública basándose en los principios 
de apertura, transparencia y no discriminación, aplicables a las actividades de 
contratación de las Partes que lo han suscrito para beneficio de ellos mismos,  de sus 
proveedores, mercancías y servicios.  
                                                        
1 James Buchanan, Premio Nóbel de Economía 1986 por el desarrollo de las bases contractuales y constitucionales de la 
teoría económica y del proceso de toma de decisiones. En 2006 recibió la National Humanities Medal. 
2 Organización Mundial del Comercio, dentro de su panorama general  concibe el ideal de la Contratación pública como Un 
sistema   bien regulado, que incorpore los principios de transparencia y no discriminación, que contribuya a asegurar una 
óptima relación calidad-precio en las compras públicas y que  además facilite el comercio internacional.  
 
 
 
 
Colombia aunando esfuerzos no ha querido quedar rezagada  en los Acuerdos  con 
otros países en  materia de Contractual,  ante lo cual tiene suscrito  un capitulo  de 
Contratación pública con  México en el G-2 y negociado  otros con  Estados Unidos, 
Chile; los países del Triangulo  Norte conformado por Honduras, Guatemala y el 
Salvador; los países  del AELC (Acuerdo  Europeo  de Libre Comercio) y Canadá.  A 
nivel interno se expidió la Ley 816 en el año 2003, establece medidas para el 
fomento de la industria Nacional, la cual  tiene alcance a proveedores  extranjeros en 
virtud del principio de reciprocidad. Actualmente, solo se  otorga  trato nacional a los 
bienes y servicios  mexicanos en virtud del G-3 y a los países  de la Comunidad 
Andina de  Naciones (CAN), una vez se ratifiquen los otros tratados  se podrán 
extender los beneficios  que establece la ley.   
Analizando las Convenciones internacionales y las leyes anticorrupción buscan 
facilitar la cooperación  en la aplicación de la Ley y  ayudar a prevenir y sancionar 
actos de corrupción, que pueda cometer  el Estado, el Sector privado y la sociedad 
civil;  buscando el fortalecimiento interno de un país,  en la regulación  sobre temas 
como la corrupción, aún así no es suficiente para evitar el desperdicio e ineficiencia 
en el manejo y control de los recursos del Estado y con base  en  estadísticas de 
organismos como  transparencia por Colombia  en promedio el 10% del gasto en 
contrataciones públicas se pierde  en corrupción siendo uno de los objetivos de este 
ensayo el determinar los medios y mecanismos focos de ilegalidad en la contratación 
con base en la  nueva ley de contratación 1150 de 2007 fundamentados en la mala 
concepción, interpretación  y aplicación. 
Como segundo  objetivo de este documento es establecer las cusas y efectos  de la 
corrupción que impactan en la actividad económica como generadores de  
distorsiones macroeconómicas y barreras de crecimiento, al ser vista como un  
impuesto ilegal, informal y delictivo generadora de sobrecostos en las compras 
estatales. 
Se puede concluir que tomar conciencia y racionalizar el detrimento mas que 
patrimonial causado a un país por vía de la ilegalidad en los actos y comportamientos 
de sus nacionales y no naciones  desde  diferentes  escenarios no solo en la 
contratación estatal con la  benevolencia del legislador sin reparo  al  daño 
generacional,  sino con el único fruto de la  satisfacción de intereses del momento  
individuales o colectivos, deja como resultado una sociedad mayoritaria  llena de  
necesidades  básicas insatisfechas y  ahonda los problemas  de violencia  y  atraso 
en el desarrollo de un país sostenible con sus propios recursos.  
  
 
     
    
  
 
 CAPITULO I 
LA   CONTRATACIÓN PÚBLICA   EN TINIEBLAS 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fotomontaje: Bernardo Peña / El País 
 
Hablar de ilegalidad, corrupción, medios y mecanismos de control del  Estado y de 
organizaciones  no  gubernamentales  sería  interminable y con bastante soporte 
documental  pero hay  temas  que definitivamente no se pueden valorar  en cifras 
económicas  sino pérdidas sociales que  generan  mayor impacto  y son establecidas 
como “costo social ”  de los efectos producidos por la corrupción al no ser un simple 
problema de moralidad  y al ir más allá y  considerar los efectos negativos  en el 
desarrollo de una sociedad, donde  no se  evidencia la  sangre de la  muerte  física  
pero  se generan víctimas de carne y hueso a las  que no se  les cubren sus 
necesidades  básicas como salud, educación y vivienda  digna entre otras,  al  perder 
la posibilidad de la optimización de los  recursos por   parte de los   funcionarios  y 
gobernantes carentes de  conciencia  social, donde la pérdida de la  ética  de lo 
público  y lo privado rompieron  los parámetros  mínimos para  articular  la aplicación 
de las  disposiciones legales  con las  prácticas de ilegalidad. 
 
La confianza en un país, en su gente, en sus entes  y organismos de control  se  
construye garantizando transparencia, equilibrio y seguridad jurídica  en el desarrollo 
de las actuaciones en la administración de los recursos disponibles para la 
contratación pública; Encuestas empresariales de diferentes fines y propósitos  como 
la de Confecamaras sobre la probidad en el sector público demostró el  
comprometimiento  de los empresarios con la ética de lo público, así como destacan 
las prácticas corruptas  más frecuentes  entre  las que se  destacan el monopolio de 
contratistas,  el ajuste de especificaciones, las  presiones políticas para la 
adjudicación de contratos, la  aprobación de ofertas que no cumplen con los  
requisitos, la influencia  en el diseño de pliegos de condiciones  y el  fraccionamiento 
de contratos; Aunado a la poca probabilidad de ser sancionado  o castigado  ante   la  
inadecuada legislación  penal  y  fiscal   reflejo de la  inoperancia  de mecanismo y 
entes de control, el exceso de excepciones para algunos sectores que permiten 
procesos  de contratación sin la  obtención de  las mejores  condiciones de precio  y 
calidad, el alto nivel de desempleo que  lleva  a servidores públicos a obviar el  
cumplimento cabal de la legalidad en  beneficio de la baja planeación de las compras 
y  el desconocimiento  e inadecuado  manejo  de  los presupuestos asignados.  
 
Como  incubador de los mayores  focos de corrupción e ilegalidad  radica  Primero  
en los Problemas  inherentes  al Estatuto  General  de la   Contratación al no 
ser general  como es  promulgado desde su mismo nombre dada la cantidad de 
excepciones al momento de su aplicación; donde algunas  entidades  por su 
naturaleza  y cumplimento de misiones  especiales como la defensa de la soberanía 
del territorio nacional para el caso del Sector Defensa que  les permite compras  
reservadas,  otras que por las condiciones de mercados cambiantes se encuentran 
excluidas del régimen general  como producto del lobby realizado al momento de 
discutir  las reformas al estatuto, dando paso  a  regímenes especiales  que dificultan  
y desmotivan  la participación  de los  particulares en los procesos contractuales  y el 
control ciudadano ante el desconocimiento de los  procedimientos establecidos por la 
entidad  al  descansar la potestad en las mismas . 
 
La posibilidad de celebrar convenios  de cooperación, asistencia o ayuda 
internacional, Contratos  Interadministrativos  pueden conducir a  entidades  a evadir 
las  normas y no permitir  un control fiscal  efectivo de la  gestión  de los recursos allí  
inmersos, con el  fin de evitar las  licitaciones o concursos públicos y abiertos, los 
cuales ante los organismos de control  no evidencian   ilegalidad  alguna  y se  
desarrollan a la luz  de las normas  con un  estricto cumplimiento de la legalidad por  
parte de  entidades  y órganos del Estado sin la posibilidad  de  recaer  en  faltas  de 
tipo  disciplinario o penal. 
 
La Contratación  directa,  para  muchas entidades  es la  regla  general cuando por el 
contrario el mismo estatuto general  estableció que  sería  la licitación pública, la  
que  por  el  dispendioso procedimiento  y/o   por la falta de  capacidad de los 
servidores públicos   encargados de las compras  gubernamentales   terminan  
adoptando documentos o procedimientos   estándar  sin mayor aporte   de  
objetividad y generación de valor agregado. 
 
La no dimensión del alcance  de los medios electrónicos  y  la  evolución de  la 
tecnología en el año 1993  cuando  nace el  estatuto general de contratación, no  
tenía  la proyección   que la  misma  evolucionara  a  pasos  agigantados como en 
los que  está  en la actualidad  donde   muchas personas  y empresas  hacen del uso  
del computador  y el acceso  a internet su  valiosa herramienta  de  trabajo  y  
establece la publicación obligatoria en  un diario de amplia  circulación   el cual se  
está dando  muchas  veces en las  páginas y columnas  perdidas de los diarios; fue  
tal  la circunstancia que  a  través  de la implementación  inicialmente de la 
publicación de la información  en los portales  web de  la entidad  que  también 
resultaron de difícil acceso y  ubicación de  la información  se  crea    la  necesidad 
de manejar el portal único de  contratación estatal SECOP  el que en la práctica sigue 
en constantes modificaciones  de acuerdo a las  necesidades de  las nuevas 
reglamentaciones.  El mismo  SICE  (Sistema de Información para la vigilancia de la  
Contratación Estatal), resulta inoperante  en la práctica  ante la mismas excepciones 
fundamentadas en el artículo 18 del Decreto 3512/2003 y diferentes acuerdos 
suscritos por el comité  operativo. 
 
La inclusión del equilibrio económico a favor del contratista  y los riesgos de la 
contratación como el  análisis  que de los mismos se debe realizar e incluir en los  
pliegos de condiciones  distribuyéndolos  en las minutas de los contratos, con el 
ánimo de  disminuir las presiones  sobre los funcionarios y  dirimir sobre los 
conflictos que se llegaren a presentar por el restablecimiento del equilibrio 
económico,  sin que  se  vieran sus  beneficios   en la disminución  de la gran 
cantidad de  fallos  judiciales  en  contra  de la nación  por las  diferentes  causas 
expuestas . 
 
Segundo los identificados como los Problemas del  Sistema  de compras 
públicas llamados  “problemas  estructurales”  porque son los que permiten 
adaptar de forma indebida  la normatividad que se expida  y persisten en el tiempo,  
donde encontramos la subjetividad de las  reglas de juego, que permiten su 
modificación en la medida en que  avanza el desarrollo de las etapas de la 
contratación estatal, desde  la estructuración de  pliegos favoreciendo a un 
proponente y discriminando a los demás posibles competidores o participantes, 
quienes se desmotivan y declinan la participación  ante la pérdida de transparencia e 
igualdad a la  hora de evaluar  las propuestas  desconfiando  de los procedimientos; 
luego  en la ejecución del contrato cambian las reglas que dieron origen a la 
selección del contratista con modificatorios a los  contratos   en los plazos de 
ejecución y muchas  veces  hasta el  precio que desde la oferta no estaban  en 
condiciones de cumplir, reflejándose la falta de profesionalismo y responsabilidad en  
el análisis y elaboración de los Estudios previos  que en últimas perjudican la  buena 
fe de quienes hubieran podido participar con ofertas  favorables en precios y/o 
calidad.  
 
El recurso Humano es otro foco al no  estar lo suficientemente  preparado y contar 
con bajas  condiciones de conocimientos  y formación e inadecuadas  competencias 
para desarrollar  las  funciones propias  dentro de la contratación  estatal,   reflejado 
hasta en el  personal  que hace parte de los órganos y entes de control  encargados 
de vigilar  la  gestión  contractual; reflejadas en  labores  fundamentales y cruciales 
como los son la elaboración de estudios previos, estructuración de pliegos de 
condiciones, evaluación de  ofertas,  respuestas a observaciones realizadas al  
proceso, así como en la  proyección y elaboración de los actos  administrativos 
decisorios  del proceso  y contratos  estatales  hasta la  aplicación de  garantías en el 
incumplimiento  o  fallas  en la ejecución del contrato mismo.3 
  
La falta de incentivos  a la denuncia de  prácticas inadecuadas en  materia de 
contracción como existen en otros campos,   así como la adecuada  divulgación de 
                                                        
3 Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción Ley 970 de 2005 
sanciones  judiciales donde se impongan sanciones  a  funcionarios y contratistas  
que  incurren en prácticas corruptas, que contribuyan a cambiar  la percepción de  
un estado permisivo  y paternalista por un Estado  consciente  del cumplimiento del 
deber en un alto nivel.  Como un logro internacional  en el compromiso  mundial de 
lucha contra la corrupción se aprobó  por parte de la  CNUCC en Colombia  la Ley 
970  en el año 2005, donde se tratan temas de importancia para  este  numeral 
como La responsabilidad penal de las personas jurídicas y  naturales, la  protección 
de  los  funcionarios que denuncien  actos de corrupción, y la pérdida de investidura 
para alcaldes y  gobernadores .  
 
Por último, las organizaciones políticas al margen de la ley  y la contratación, el 
surgimiento de microempresas electorales resultado de la crisis política de los 
partidos buscan  recuperar las inversiones realizadas en campañas electorales  
interviniendo en decisiones contractuales  en la adjudicaciones de concesiones y  
contratos; resulta sea esto un factor latente de corrupción; han acrecentado la crisis 
política y la desconfianza ciudadana  en  el  sistema  electoral y  los partidos hasta el 
punto de ser  calificados como el segundo negocio  de mayor rentabilidad después 
del narcotráfico; bajo esta calificación y clasificación  no se  podría identificar  el nivel 
de licitud  o ilicitud bajo el cual se concibe, poniendo en muchas oportunidades los 
recursos del  estado al servicio de  grupos ilegales y al margen de la ley, con el fin de 
controlar el territorio.  
 
La subcultura de la ilegalidad como un cuarto factor, donde la  máxima  “el  fin  
justifica los medios “ se convierte en el  motor de la conducta  humana y donde el 
valor del dinero cobra la máxima razón y siendo la administración de los recursos 
públicos es un medio para la satisfacciones de intereses  personales  en mayor  
grado de los  altos niveles y mandos   de  una entidad  y  se desvirtúa la razón de 
ser de los recursos públicos que debería ser por excelencia el satisfacer los intereses 
colectivos. Los castigos del incumpliendo a las  normas son  insignificantes antes los  
beneficios personales  calculados y obtenidos abonando el  fenómeno subcultural de 
la ilegalidad como mecanismo de justificación de los actos  ante la  premisa de 
“roba pero al menos hace”. La misma cultura del ciudadano no muestra  que 
exista  un  gran porcentaje de personas que  valoren lo público ni la percepción de la 
ética por parte del servidor público. 
 
Hablar de la corrupción en costos y desde el punto de vistas económico  es relevante  
toda  vez  que como ya lo dije  al comienzo de este  documento,   existen costos que 
no se  miden en dinero,  aunque  es visto como un hecho económico   que  implica  
conocer  cuál  es el uso  que se da a los recursos;  cuáles son los  efectos  
que se generan  sobre los precios  de los bienes y servicios transados y un 
tercero y relevante es  observar  las consecuencias  sobre  el crecimiento  
económico.   
 
Ante  la  situación mundial de pobreza  y detrimento patrimonial de los países  en 
vías de desarrollo como  el nuestro  resulta inconcebible  leer  algunas fuentes de 
literatura   económica  donde se considera  que la corrupción beneficia  la  actividad  
económica, al ser una vía  que  facilita  la eficiencia  de la asignación  de  recursos. 
Toda  vez que  al recibir  los funcionarios  sobornos  por su gestión se comportan 
más diligentes; Los empresarios  agilizan  el proceso de inversión de los recursos que 
se requieren.           
Existen  también posiciones opuestas en las que  se  sostiene   que   es  difícil 
estimar  los  beneficios de la corrupción  a  la  actividad económica y que por el 
contrario las  fortunas amasadas por  funcionarios  y empresarios corruptos es   
incalculable. El impacto en este  segundo argumento  no es la cantidad de  los 
pagos,  sino los efectos  distorsionadores  que produce  en el funcionamiento  
económico. Así las cosas la  corrupción  impacta  negativamente   la macroeconomía 
y  crecimiento de un país, toda  vez que  permite favoritismos  en el sector  privado  
y abona las  ineficiencias  administrativas   en  los  proyectos desarrollados  por el 
sector  público, llegando a ser  los más  perjudicados  son los innovadores o 
creadores de nuevos productos  o servicios  y la  segunda  serían los participantes  
por primera vez  en  el sistema de  contratación pública al no estar adaptados al 
soborno. 
La corrupción  tiene además  un  efecto  sobre los precios. Al hacer que se 
modifiquen  los valores reales   que se deben cobrar y pagar por los  bienes y/o 
servicios  transados  dentro de  los procesos de contratación pública;  esta demanda 
y oferta que se da  a través de  funcionarios  que deciden comprarlos  de acuerdo a 
los procedimientos  que le beneficien a los intereses personales  y solo institucionales  
en la medida  que se  crucen con las  expectativas propias, siendo las  garantías  de  
los principios de la contratación como  la transparencia, la economía  y la selección 
objetiva de las ofertas  se desvirtúa y en otras  optan por no considerarlos,  teniendo 
como  fin  el  garantizar el pago del  soborno. Es allí que el funcionario pone a 
prueba  su capacidad maquiavélica  de  restringir  los oferentes, garantizar  una  
escogencia determinada  a sus propios beneficios  definiendo y  ponderando  
variables  de conveniencia  al contratista y no al propio  Estado. El riesgo de 
detección es  menor  frente  al beneficio que  se obtiene, justificación  base de la 
decisión considerando que  este  tipo de  funcionarios   tiene  como objetivo  
principal  la  maximización de sus  ingresos. 
La  nueva ley de contratación 1150 del año 2007  buscaba  como fin la  optimización 
de los recursos  del Estado, pero   el  tiempo que se  requiere en la  aplicabilidad  y 
operatividad de la misma  se paga  en pérdidas económicas y detrimentos 
patrimoniales   que no son percibidos por  los entes de control y fiscalización del  
erario público. Así es que  el tiempo y la información cobran mayor  valor en las 
condiciones del mercado  y allí se  demuestra que  el costo de la legalidad es 
inversamente proporcional  al ingreso de la población, siendo  para los ricos la ley  
resulta comparativamente más  barata que para los pobres, los primeros sacrifican 
menos de sus ingresos personales  para  cumplir con la ley; los pobres sacrifican más 
cosas significativas más  tiempo  y mas información.  Se concluye que la ley no 
afecta por igual  a todas las personas  y  donde la corrupción se identifica como 
precio  microeconómico, un impuesto ilegal  informal y delictivo, no se 
persiguiéndose  a quien lo paga.  
El costo de  este problema social  y ante  todo cultural  es  económico   al  afectar el 
crecimiento económico, la estabilidad macroeconómica al incidir en el encarecimiento 
o  abaratamiento de los bienes o servicios contratados por el  Estado, haciendo  
vulnerable no solo el  orden económico sino  también  jurídico de   un país en la 
medida en que se  requiere mayor  regulación,  reglamentación, vigilancia y control 
entre otros que  terminan requiriendo mayor  disponibilidad de  dineros y recursos.  
4Es por lo anterior que la Contratación es la modalidad  más apetecida por quienes  
saquean los  recursos del  Estado,  siendo este uno de los  fraudes  difíciles de 
cuantificar, según  cifras del programa Presidencial   Modernización,  Eficiencia, 
Transparencia, y  Lucha contra la Corrupción , para el 2009  el presupuesto de 
inversión asciende a $30 billones, la corrupción se come el $3.9 billones  siendo el 
13% del mismo;  con estos recursos según el análisis del mismo organismo  se  
podrían financiar   dos años de  seguridad democrática, beneficiar  a 347.000 
familias  con subsidio  de vivienda individual de $11,5  millones  cada una, pagar la 
educación de 325.000 niños  cada uno a razón de $1,2 millones  anuales o los diez 
semestres de 80.000 universitarios con un valor de $5 millones de  pesos por 
semestre. Lo peor es que con ese dinero se construirían 1.800 acueductos y 2.000 
alcantarillados para municipios pobres; se podrían evitar dos reformas tributarias o 
extender por cuatro años más Familias en Acción, el programa que atiende a tres 
millones de familias de escasos recursos.   
A continuación se presentan  algunas  declaraciones publicadas  en el portal del 
programa presidencial que nos permiten  vislumbrar más de cerca la situación  triste 
pero  real  en cuanto  a situación  del  tema  que  se ha  tratado   titulada   ‘Lo de 
ley’: 
Iván Darío Gómez Lee, auditor General de la República, reconoce que la mayor 
debilidad está en las regiones que “no existe ni siquiera una memoria sobre los 
asuntos relevantes de corrupción”. Dice que en algunos municipios de la Costa 
Atlántica existen verdaderos ‘carteles de la corrupción’ que financian campañas a 
cambio de que el mandatario elegido les ‘venda’ el cupo de contratación; donde los 
elegidos se benefician de coimas que van del 15% al 30% del valor del contrato, 
insiste el Auditor, aunque advierte que “es muy difícil comprobarlo pero sabemos que 
es una práctica recurrente”.  
                                                        
4
 Artículo “La contratación es la modalidad más apetecida por quienes saquean los recursos del Estado. Pero se 
trata de un fraude muy difícil de cuantificar. Arcadio González Ardila El País, Cali. 6 de septiembre de 2009 
 
Carlos Augusto Meza Díaz, procurador Delegado para la Descentralización y las 
Entidades Territoriales, cuenta que hace poco en un proceso disciplinario a un 
alcalde se le preguntó por qué se apropió del 10% de un contrato.  Quien  dijo que 
‘eso es lo de ley’. Entonces uno entiende que en ciertas esferas todo el mundo habla 
de que el 10% de los contratos es para el alcalde”. También acepta  que medir el 
verdadero impacto de la corrupción en el país “es muy difícil” porque “implica todo 
un trabajo de carpintería con un sistema de información que lamentablemente 
Colombia no tiene”.  
Sin embargo, se han construido algunos indicadores: en los antiguos territorios 
nacionales entre 2004 y 2008 se radicaron 1.798.544 denuncias por corrupción, 
mientras en el resto del país en el mismo lapso la cifra llegó a 1.310.473 quejas. Es 
decir, la corrupción está íntimamente ligada a la pobreza: donde más pobreza hay, 
hay más corrupción”.  
Desde el 1 de enero de 2008 al 6 de  Septiembre de 2009,  se ha conocido de 3.777 
procesos registrados contra alcaldes de 832 municipios; 448 investigaciones contra 
los 32 gobernadores, mientras que contra concejales de 327 municipios hay abiertas 
514 investigaciones.  
Transparencia por Colombia, en su más reciente informe, concluye que solo el año 
pasado en todo el país hubo $3,6 billones de contratados mediante modalidades de 
excepción: sin publicidad ni pluralidad, a través de contratos con cooperativas, 
urgencia manifiesta, organismos internacionales y contratos de la menor cuantía.  
De hecho, según la Procuraduría, el 78,6% de las investigaciones se relacionan con 
irregularidades de contratación o malos manejos de tesorería. Tanto así que sólo por 
malos manejos de regalías este año fueron visitadas 30 entidades territoriales en las 
que se encontraron 80 irregularidades que dieron lugar a más de 30 procesos 
disciplinarios: las Gobernaciones de Putumayo y Bolívar encabezan la lista.  
Pero en el Índice de Transparencia Departamental de Transparencia por Colombia, 
los departamentos que registran más alto riesgo de corrupción son Vaupés, Vichada, 
Guainía y Arauca, además de Bolívar y Chocó. Justamente, la Contraloría investiga 
presuntas irregularidades en el destino final de por lo menos $4 billones de los $23 
billones en regalías que han recibido más de 150 municipios en los últimos quince 
años.  
Las auditorías de ese organismo de control muestran que por desvío de regalías hay 
1.080 hallazgos administrativos de los cuales 170 tienen incidencia penal, 502 
disciplinaria y 174 de responsabilidad fiscal.  No obstante, el contralor Turbay 
Quintero advierte que su despacho no puede calcular cuánto pierde anualmente el 
país por corrupción. Hay cifras millonarias, pero no se  tiene  esa cuantificación. En 
muchos casos, señala que  los recursos de inversión social se destinan a “financiar 
fiestas, patrocinar turismo deportivo, erigir monumentos, pagar medallas honoríficas 
y pintar las fachadas de los edificios públicos.  
Sólo en Casanare, la Contraloría tramita 180 procesos de responsabilidad fiscal, la 
mayoría por manejo inadecuado de regalías en los que están vinculados funcionarios, 
contratistas, interventores, supervisores y tres ex gobernadores.  
La otra fuente de corrupción son los llamados ‘contratos interadministrativos’, que si 
bien tienen sustento legal se prestan para burlar los principios de transparencia, 
publicidad y selección objetiva. Los alcaldes, para evitar la licitación pública, celebran 
un convenio con otra entidad y ésta, a su vez, ejecuta todo el presupuesto con 
entidades privadas. Ejemplo de ello es un alcalde en Cundinamarca, que celebró un 
contrato interadministrativo con la firma de servicios de aseo de su ciudad “por todo 
el presupuesto del año”, empresa que subcontrató con particulares “a dedo”.  
Las fuentes consultadas coinciden en que no es fácil detectar todas las formas de 
corrupción y mucho menos cuantificar el impacto económico que le representa al 
Estado, pero lo que más les preocupa es que de todas las formas de corrupción, la 
única que pudiera ser cuantificada, al menos de manera aproximada, es la que se 
relaciona con la contratación estatal. Donde se conoce en cifra que $4.500 millones 
costaron en 2007 los litigios contractuales, según Transparencia Colombia.  
Según el Manual de  Transparencia  se  han identificado 43  modalidades de 
corrupción vía contratación administrativa. Algunas de éstas son:  
1. Zancadilla: dos particulares acuerdan sacar a un tercero de la competencia.  
2. Pitufeo: se firman varios contratos de pequeños montos con el mismo objeto.  
3. Mercado de subsidios: es el desvío de ayudas a personas que no las necesitan.  
4. Precios inflados o sobrecostos: el Estado termina pagando por un bien un 
valor muy superior al del mercado.  
5. Cartel de los embargos: servidores públicos acuerdan con abogados y jueces el 
pago de deudas del municipio mediante embargo judicial y/o tutelas.  
6. Convenios interadministrativos: permiten que alcaldes y gobernadores 
convengan con otras entidades la contratación oficial, sin licitación.  
7. Cómo voy yo: quienes hacen nombramientos o adjudican contratos cobran 
coimas por esas designaciones.  
8. Carrusel de contratistas: éstos se ponen de acuerdo a quién le corresponde 
cada contrato y a quién subcontratar.  
9. Pan comido: particulares que participan en una subasta acuerdan hasta dónde 
pujar y quién debe ganar.  
10. Adendas: cerrado el contrato se presentan modificaciones de última hora.  
11. Elefantes blancos: son grandes y costosas obras, casi siempre inservibles.  
12. Licitación exprés: se establecen términos y condiciones muy precisas que 
alguien ya conoce por anticipado y tiene lista la propuesta para hacerse al 
contrato.  
Aunque el panorama sobre la corrupción en Colombia es sombrío, el Estado a través 
de sus diversas entidades ha adoptado medidas, al menos, para disminuir su 
impacto. Ante lo cual se podría decir que  no se necesitan nuevas normas sino 
“voluntad y decisión”, y que las decisiones contra los funcionarios comprometidos se 
tomarán durante el período en que ocupan el cargo y no después, al iniciar de 
inmediato acciones de extinción de dominio por razones de corrupción.  
La Contraloría General, a su turno, trabaja en el fortalecimiento del sistema de 
rendición de cuentas y en la creación de una Red Internacional de Lucha contra la 
Corrupción.  A su turno, el Ministerio del Interior, a través de la Dirección de Defensa 
Jurídica del Estado, tiene como una de sus banderas, no necesariamente para casos 
explícitos de corrupción, la promoción de mecanismos de conciliación prejudicial. Por 
su parte, la Vicepresidencia de la República lidera los Pactos de Transparencia y 
Buen Gobierno con las diversas entidades territoriales del país.  
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 CAPITULO II 
 
ALCANCES DE  LA CORRUPCIÓN EN LA NUEVA LEY DE CONTRATACIÓN 
 
La lucha contra la corrupción ha sido  un tema  prioritario  para  los  diferentes  
gobiernos   y desde   los mismos organismos multilaterales  quienes  ha destinado  
ingentes esfuerzos y recursos  en pro de  comunidades   con mejor calidad  de vida   
que  disminuyan los altos índices de conflicto social y reconociendo que  este  es un 
problema mundial que  requiere  acciones inmediatas  y efectivas.  
Colombia ha  atravesado y pasa por conflictos internos que  agudizan los  
indicadores  cuando  en materia de  contratación   estatal vs  corrupción  e ilegalidad 
son cuantificados,  es  así donde  la convivencia con el  narcotráfico y el afán por el  
dinero  fácil se  convirtieron en una inadecuada  escuela para  nuestra población, en 
la medida en que son vistos como una posibilidad  rápida  de ascenso social y los 
cuales permearon la sociedad en conjunto a la política, la economía, la agricultura y  
hasta el  deporte.  
La globalización  de la economía  precipitó  otras  formas de corrupción entre 
empresas  transnacionales  que no  fueron objeto de este documento  pero que es 
necesario poner en conocimiento para  hacer conciencia toda vez que  quieren 
ganarse  mercados a  través de  la corrupción . 
Es pertinente resaltar la importancia que tuvo la Reforma Constitucional de 1991. 
Este cambio normativo se preocupó por ofrecer más legitimidad y credibilidad en las 
instituciones del Gobierno y por garantizar nuevos espacios de participación 
ciudadana. Desde ésta se determina que la función administrativa, que está al 
servicio de los intereses generales, se debe desarrollar con fundamento en los 
principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 
publicidad.5  
La corrupción es, sin duda, un problema de Estado pero también un asunto social en 
el cual la creación de un entorno ético es fundamental, haciéndose necesario edificar 
vigorosas campañas de concientización  y buenas prácticas de comportamiento  
desde la infancia  empezando por los  hogares  y luego las  educaciones de 
formación, que  nos permita como ciudadanos  de  un  país,  representarlo en 
cualquier lugar del mundo con orgullo y dignidad.  
La experiencia profesional al hacer parte de un grupo de trabajo  que desarrolló 
diferentes procesos de contratación pública, permeando a  servidores públicos  con  
                                                        
5 Constitución Política de Colombia. Artículo 209, 1991 
intereses  personales y  ambiciones quienes  no se caracterizan precisamente por el 
cumplimiento de  las funciones al servicio del Estado sino de los interés y ambiciones 
de altos mandos o dirigentes  reflejándose  la pérdida de  valores  prima sobre los 
límites únicamente del lucro y beneficio propio sin cálculo alguno del daño  social, 
moral  e institucional generado, lo cual crea una impotencia  sepulcral  desde el  
cargo desempeñado.   
 
 
 
 
 
 
CONCLUSIONES Y/O  RECOMENDACIONES 
 
 
 
 
Las actuaciones de corrupción e ilegalidad  de servidores  públicos, contratistas  y 
ciudadanos  radican en la pérdida de valores y conciencia de lo público y el costo 
social que implican las mismas.  
 
Se hace  prioritario  el  cambiar  la cultura   de lo fácil  como el  enriquecimiento 
ilícito , que no sanciona  y por  el contrario esta  en detrimento de l  respecto y la 
dignidad  humana, por  valores  que  rijan la conducta de los  servidores públicos 
como  la honestidad , la rectitud  y la  transparencia que derroten la corrupción 
 
Uno de los principales problemas en Colombia es la violación de la ley contractual es 
aquí desde la  misma  concepción de la ley y sus  decretos   reglamentarios  donde 
está el principal foco de corrupción. Pero si hay control y si hay sanción, la sociedad 
empieza a recuperar la fe perdida; los casos de Ferrovías y Caprecom son buenos 
ejemplos. 
 
La incorporación de los principios éticos debe también acompañarse de la creación 
de un entorno ético de trabajo. Donde el comportamiento de los servidores públicos 
este determinado por la existencia de un conjunto general de valores, que 
promuevan la aceptación de la dimensión ética en los procesos decisorios 
 
 
 
 
 
GLOSARIO 
 
 
 
EFICIENCIA:  La maximización de los recursos  empleados  para satisfacer  
una necesidad  del Estado.  
 
 
EFECTIVIDAD: Supone  no solo  la realización  de los cometidos  
estatales, empleando la cantidad  optima de  recursos. Se da cuando el 
Estado  logra a través de la contratación satisfacer  una necesidad  social 
que se encontraba priorizada dentro de sus  objetivos  de acción  en un 
momento determinado , lo cual  no implica  que se haga  con un nivel  
optimo de eficiencia. 
 
 
CORRUPCION: Viene del  latín  corruptus  que significa  descomposición, 
podredumbre o desintegración, igualmente se identifica como el  proceso  
degenerativo  de las normas  y de los   valores  que se establecen en la 
sociedad.    
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